TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por acudir a la acción constitucional sin agotar primeramente el trámite respectivo en el proceso ordinario 
“(…) no ha solicitado la reducción del embargo, de acuerdo con la información que en tal sentido suministró el secretario del juzgado accionado, con motivo de la prueba que de oficio se decretó en esta sede.  

5.- Surge de lo anterior que ninguna actividad ha desplegado la accionante dentro del referido proceso para obtener lo que pretende sea decidido por medio de esta acción constitucional y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014.
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril veintiocho (28) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 194 de abril 28 de 2016

Expediente No. 66001-31-03-003-2016-00060-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora Blanca Ruth Vélez Aguilera, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 9 de marzo último, en la acción de tutela que promovió contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculado el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR”. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La señora Blanca Ruth Vélez Aguilera labora en el edificio Cooducar (sic) Propiedad Horizontal, en servicios generales y devenga el salario mínimo legal, es decir $689.454, del que le descuentan para salud $27.600, igual suma por pensión, $153.750 por crédito con entidades financieras y $32.900 para la Cooperativa.
1.2 El Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira decretó el embargo del 50% de su salario y demás prestaciones, situación que afecta su mínimo vital.  
1.3 No pretende con la acción de tutela eludir el pago de la obligación, sino obtener la reducción del embargo a un 15%, para contar con un remanente que le permita subsistir.

2.- Considera vulnerado su derecho al mínimo vital y para obtener su protección, solicita se ordene al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira que el embargo decretado dentro del proceso ejecutivo adelantado por el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR”, se reduzca al 10% “del mínimo legal”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 25 de febrero se admitió la acción; se ordenó vincular al Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR” y se decretó la práctica de una inspección judicial al proceso a que se refieren los hechos de la demanda.
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La funcionaria accionada, al ejercer su derecho de defensa, indicó que dentro del proceso ejecutivo adelantado por el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR” contra de la señora Blanca Ruth Vélez Aguilera, a solicitud de la parte demandante, se decretó como medida cautelar el embargo del 50% del salario y otras prestaciones que percibe la demandada como empleada de Coeducar P.H. Sobre la medida aún no se ha obtenido respuesta por parte de Coeducar.

La cautela, explicó, se decretó en el porcentaje indicado porque el artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo autoriza proceder así cuando se trata de créditos a favor de cooperativas, como en ese caso; así concluye que ha actuado conforme a la ley.

2.2 El representante legal de la entidad vinculada relató los pormenores del crédito otorgado a la accionante como deudora solidaria y las gestiones para obtener su pago e indicó que la citada señora no solicitó al juzgado de conocimiento lo que pretende obtener por el medio excepcional y subsidiario de la tutela; tampoco inició incidente alguno o tan siquiera un memorial al respecto, ni presentó en esta ocasión pruebas que le permitan inferir al despacho la gravedad y el perjuicio irremediable que puede sufrir de materializarse el embargo decretado.
Resalta que el porcentaje del 50% ordenado por el Juez Séptimo Civil Municipal no es una orden caprichosa sino un mandato legal consagrado en los artículos 154 y 155 del Código Sustantivo del Trabajo y solicitó se declare improcedente la acción porque existen medios ordinarios para solicitar lo pedido y no se satisface el presupuesto de subsidiaridad. En caso de encontrarse procedente, pide se niegue la pretensión de la accionante.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 9 de marzo de este año en la que se negó el amparo solicitado dada su improcedencia. Para decidir así, el funcionario de primera instancia empezó por citar jurisprudencia sobre la acción de tutela frente a la violación del debido proceso y su procedencia contra providencias judiciales y concluyó que no fue capricho de la jueza accionada decretar la medida cautelar en la forma pedida por el ejecutante, se respetó el debido proceso y que la accionante tenía a su alcance otro medio de defensa judicial, pues debió haber acudido ante el mismo despacho en procura de salvaguardar sus derechos; además no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable ni se evidenció vulneración de derechos fundamentales.
4.- Inconforme con esa decisión, la accionante la impugnó. Adujo que la lesión de sus derechos fundamentales sigue vigente, en especial el debido proceso, puesto que “solo las cooperativas y por alimentos se puede embargar el salario mínimo de una persona”.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Encuentra la demandante lesionado su derecho fundamental al mínimo vital, en la circunstancia de ser excesivo el descuento que afecta su salario, con motivo del embargo decretado en el proceso ejecutivo que en su contra promovió el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR”.
3.- Como se ha reiterado por la jurisprudencia, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al  respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. 

4.- La inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia acredita que el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR”, presentó demanda ejecutiva en contra de la señora Blanca Ruth Vélez Aguilera, la que se tramita ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira
.
También está demostrado que en ese proceso se decretó el embargo y retención del 50% de los dineros que por concepto de salarios y demás prestaciones perciba la demandada en calidad de empleada de Coeducar Propiedad Horizontal, con el documento que se aportó con la demanda
.

Y que la demandada no ha solicitado la reducción del embargo, de acuerdo con la información que en tal sentido suministró el secretario del juzgado accionado, con motivo de la prueba que de oficio se decretó en esta sede
.  
5.- Surge de lo anterior que ninguna actividad ha desplegado la accionante dentro del referido proceso para obtener lo que pretende sea decidido por medio de esta acción constitucional y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.
Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
En consecuencia, se declarará improcedente el amparo reclamado en virtud del principio de subsidiaridad que caracteriza esta especial acción, pues el proceso aún se encuentra en curso y al interior del mismo deberá resolverse lo relacionado con la reducción del embargo de que se  trata, ya que además no se está frente a un perjuicio irremediable, pues la medida que afecta el salario de la actora, no se ha perfeccionado, tal como lo informó la jueza demandada en el escrito por medio del cual contestó la acción. Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional:
“La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se puede presentar en dos escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso. En el segundo de los escenarios, la intervención del juez constitucional está vedada en principio, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario. Sobre el particular en la sentencia T-113 de 2013 se consignó: 

“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”

(…)

En suma, la acción de tutela solo resulta procedente cuando no existen o se han agotado todos los mecanismos judiciales y administrativos que resultan efectivos para la protección de los derechos fundamentales, a no ser que se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual procederá como mecanismo transitorio. Ello con el fin de evitar que este mecanismo excepcional, se convierta en principal.

(…)

Entonces, la jurisprudencia de este tribunal constitucional ha sido enfática y reiterativa en señalar que la acción de tutela no procede de manera directa cuando el asunto está en trámite, toda vez que se cuenta con la posibilidad de agotar los medios de defensa previstos en el ordenamiento.”

6.- En conclusión, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se aclarará en el sentido de que el amparo solicitado resulta improcedente.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 9 de marzo último, en la acción de tutela instaurada por Blanca Ruth Vélez Aguilera contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculado el Fondo de Empleados de Comfamiliar Risaralda “FACOR”, ACLARÁNDOLA en el sentido de ser improcedente el amparo reclamado.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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